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Acta N° 242 de junio 8 de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta de la tarde (3:30 p.m.), día y hora  señalados para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 434-3º del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal (privación de patria potestad) promovido por Gloria Emilse Hoyos Jaramillo, en representación de la niña Karina López Hoyos, contra Jair Alonso López Valencia, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos integrantes de la Sala Civil-Familia del Tribunal, en asocio de la secretaria de la misma. Se declara abierto el acto al que no han comparecido las partes ni sus apoderados y superada como está la etapa de alegaciones se procede a decidir el recurso de apelación presentado por la parte demandante contra la sentencia del 2 de abril de 2009, dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, de acuerdo con el proyecto presentado por el Magistrado Ponente, aprobado mediante el acta antes citada.
ANTECEDENTES

Solicitó la demandante que se privara del ejercicio de la patria potestad al demandado, señor Jair Alonso López Valencia, sobre su hija Karina López Valencia, se le otorgara a ella de manera exclusiva y se condenara en costas al demandado. 
Los hechos que dieron sustento a sus pretensiones se pueden sintetizar en que Gloria Emilse y el demandado contrajeron matrimonio civil el 5 de julio de 1996, fruto del cual nació Karina López Hoyos; el matrimonio se disolvió por el divorcio que decretó el Juez Segundo Promiscuo de Familia de Dosquebradas el 1 de junio de 2001, igual que la sociedad conyugal; desde la fecha en que se presentó la solicitud de divorcio, el demandado abandonó a su hija, no se conoce su paradero, no se comunica con ella, no le suministra alimentos, ni siquiera la cuota pactada en el trámite del divorcio, todo lo cual obligó a su progenitora a asumir íntegramente su custodia y cuidado, con la colaboración de los abuelos maternos. 




La demanda se admitió con auto del 21 de noviembre de 2006 y se dispuso la citación de la Defensoría de Familia; se ordenó el emplazamiento del demandado; como no compareció, se le designó el curador ad litem que se pronunció sobre los hechos y dejó la prosperidad de las pretensiones sujeta al debate probatorio. 
Convocadas las partes para la audiencia de que trata el artículo 432 del C. de P. Civil, se declaró la improcedencia de la conciliación, se decretaron las pruebas solicitadas, pero no se practicaron porque los testigos citados por la demandante no comparecieron; a pesar de que se allegó un escrito justificando la inasistencia de esas personas, el juzgado se negó a otorgar una nueva oportunidad para escucharlos y decidió de fondo el asunto, por supuesto, con sentencia adversa a lo suplicado, por ausencia de pruebas. 

Apeló la parte actora y sostuvo que es necesario oír los testimonios pedidos para esclarecer los hechos y darle soporte a las pretensiones, aunque ya en esta sede nada dijo sobre el particular. 
Antes de decidir la Sala dispuso recepcionar las declaraciones de las personas que fueron citadas en primera instancia; hecho así, se procede a resolver previas las siguientes:

CONSIDERACIONES
Por hallarse reunidos los requisitos procesales pertinentes, procede decidir de fondo, ya que tampoco se advierte la presencia de causales de nulidad que den al traste con lo actuado. 

De las copias de los registros civiles de matrimonio contraído por Gloria Emilse Hoyos Jaramillo y Jair Alonso López Valencia y de nacimiento de Karina López Hoyos, visibles a folios 2 y 3 del cuaderno principal, se desprende la legitimación de las partes para actuar en este proceso. 
Radica la pretensión en que se prive al señor Jair Alonso López Valencia de la patria potestad que ejerce sobre su hija.  Dicha facultad ha sido definida por el artículo 288 del C. Civil, subrogado por el artículo 19 de la Ley 75 de 1968 como “...el conjunto de derechos que la ley reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar a aquellos el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone.”.

La misma norma, en su inciso segundo, modificado por el artículo 24 del Decreto 2820 de 1974, establece que el ejercicio de esos derechos sobre los descendientes corresponde a los padres conjuntamente, a menos que uno de ellos los delegue total o parcialmente en el otro como lo permite el artículo 40 ibídem, al modificar el 307 del C. Civil,  y a falta de uno de ellos la ejercerá el otro. 

El cuidado personal de la crianza y educación de los hijos, que igualmente conlleva “...vigilar su conducta, corregirlos y sancionarlos moderadamente, dirigir de común acuerdo la educación moral e intelectual, de los hijos, colaborando en su crianza, sustentación y establecimiento ...” 
, son deberes que impone el artículo 253 del Código Civil para el correcto ejercicio de la potestad parental y que la ley deposita en cabeza de los padres, en procura de la protección, el bienestar, la educación y, en general, el normal desarrollo de los hijos.

Más evidente es la cuestión ahora que el artículo 14 de la Ley 1098 de 2006 trajo como complemento de la patria potestad la obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y crianza de los niños, las niñas y los adolescentes durante su proceso de formación, lo que incluye la responsabilidad compartida y solidaria del padre y la madre de asegurarse que aquellos puedan lograr el máximo nivel de satisfacción de sus derechos.
En virtud de ello el Código Civil colombiano en su artículo 310, que remite al artículo 315, impone el cumplimiento de tales deberes para la conservación de dicha potestad señalando, inclusive, sanciones para quienes los desconozcan, tales como la suspensión de la patria potestad o su pérdida de acuerdo con las circunstancias causantes de ese incumplimiento, entre las que se encuentra, en el numeral 2 de la última norma citada, la alegada por la demandante, es decir, el “...haber abandonado al hijo...”, que da lugar, se reitera, a la privación o pérdida de ese derecho. 

Quien falte a esas obligaciones, que son imposiciones de orden legal, mal puede continuar en ejercicio de sus derechos como representante de quienes no están en capacidad de responder por sí mismos, y menos aún con la administración del patrimonio de sus hijos menores de edad, lo que hace que las consecuencias derivadas del injusto abandono, consagradas en las citadas normas sean lógicas y razonables.

  



Esa es la situación del demandado para con su descendiente al desprenderse de las obligaciones que como padre impone la ley, conclusión a la que se arriba con los testimonios rendidos en esta sede por María Teresa Tabares Florián, Diana Mabel Hoyos Jaramillo y Luz Marina Jaramillo Correa, amiga, hermana y tía de Gloria Emilse, en su orden. 
Todas a una voz expresaron, y lo saben por la cercanía que tienen con la niña y su familia, que les permite un permanente contacto con ellas, que desde recién nacida Karina fue abandonada por su padre tanto en lo moral como en lo económico; no saben donde se halla, no tiene ningún tipo de contacto con su hija, no contribuye de ninguna manera con su sostenimiento.  Afirmaron que han sido la madre de la niña y la familia de aquella quienes le han prodigado el amor y los cuidados básicos para su desarrollo; de hecho, vive en la casa de sus abuelos y tías. 
No encuentra la Sala razón alguna para dudar de las deponentes, si bien han compartido su vida con Gloria Emilse y su hija, como amiga una de ellas y como familiares las otras dos y dejan entrever que en realidad el demandado incurrió en la causal alegada, despreocupándose por completo de su bienestar y desligándose de sus obligaciones de amor, cariño, afecto, protección, sostenimiento y demás cuidados que a sus descendientes debe prodigar un padre, lo que configura el abandono que señala el artículo 315 del C.C., y lo hace, por tanto, merecedor de la sanción que para estos casos prevé la ley.
No fue muy afortunado el manejo que se le dio a la situación que se presentó en primera instancia, porque pasando por alto que se trata más del interés superior del niño que de un extremado formalismo procesal, desechó la funcionaria la posibilidad de recolectar las pruebas que habían sido oportunamente pedidas, aun de oficio, porque si bien tuvo razón en que la audiencia misma no tenía por qué volverse a programar, sí pudo, con una visión más amplia, en su continuación ya que no había terminado, permitir la presencia de los testigos que inicialmente desechó porque no comparecieron. 

Aquí, para remediar esa circunstancia, se dispuso oficiosamente la práctica de la prueba y ello condujo a una realidad diferente a la esbozada en la sentencia, esto es, que el demandado abandonó a su hija y, por tanto, el fallo será revocado para, en su lugar, declararlo así con las demás previsiones que sean del caso. 
En esta sede no se causaron costas.   



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia del 2 de abril de 2009, dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, en el proceso verbal (privación de patria potestad) promovido por Gloria Emilse Hoyos Jaramillo, en representación de la niña Karina López Hoyos, contra Jair Alonso López Valencia. 
En su lugar, se priva de la patria potestad que ejerce sobre Karina López Hoyos al señor López Valencia.

Inscríbase esta decisión en el folio que corresponda al registro civil de nacimiento de la niña. Líbrese el oficio pertinente a la Notaría Segunda del Círculo de Pereira. 
Sin costas en esta instancia.

Lo aquí decidido queda notificado en estrados. No  siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma la presente acta, una vez leída y aprobada por los que en ella intervinieron.

   

 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
La Secretaria,

   



MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,  sentencia de octubre 25 de 1984 
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